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1. Para modificar el artículo 1° del proyecto, incorporando los siguientes incisos 
segundo, tercero, cuarto y quinto nuevos, luego de la tabla de gradualidad. 
 
Inciso segundo nuevo: "El Plan Institucional Anual que el Ministerio Público 
debe elaborar de conformidad al artículo 91 de la Ley 19.640, deberá contener 
las líneas de acción, los objetivos estratégicos, los ámbitos o áreas delictuales 
y los lineamientos, acciones y medidas de atención a víctimas y testigos, que 
serán atendidos o satisfechos con este incremento de dotación. Se deberán 
establecer metas y señalar los indicadores de desempeño o elementos de 
similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en 
sus distintas líneas de acción y metas definidas, a nivel nacional y por región, 
dando cuenta del cumplimiento efectivo de su misión institucional, esto es, la 
eficiencia y eficacia en la persecución penal y el mejoramiento en la atención 
de víctimas." 

 
Inciso tercero nuevo: "Para proceder a la implementación del incremento de 
número de cargos señalados en la tercera etapa, a contar del día 1 del vigésimo 
quinto mes contado desde la fecha de publicación de la presente ley, se deberá 
contar con un informe que evalúe los resultados de las acciones desarrolladas, 
y las mediciones de eficiencia, eficacia y calidad, especialmente las que se 
establezcan en el Plan Institucional Anual a que se refiere el inciso anterior. Para 
ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad 
evaluadora externa. Dicho informe deberá ser remitido a la Dirección de 
Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la que evaluará el adecuado 
cumplimiento las metas definidas, evacuando el respectivo informe al efecto. 
Con el informe favorable de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de 
Hacienda, se procederá al incremento de dotación comprometido en dicha 
etapa. En caso de que el Fiscal Nacional discrepe de los resultados de la 
evaluación efectuada por la entidad evaluadora externa o del informe de la 
Dirección de Presupuesto, podrá reclamar ante el Ministro de Hacienda, a 
través de la Instancia técnica a la que se refiere el artículo 12 ter de la Ley 
20.240". 

 
Inciso cuarto nuevo: "El mismo procedimiento señalado en el inciso anterior, se 
aplicará para proceder a la implementación del incremento de número de 
cargos señalados en la cuarta etapa, a contar del día 1 del trigésimo séptimo 
mes contado desde la fecha de publicación de la presente ley. Los informes de 
la entidad evaluadora externa y los informes que al efecto evacúe la Dirección 
de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, deberán ser remitidos a las 



Comisiones de Hacienda y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
del Senado y de la Cámara de Diputados, como también aquellos que emitan la 
Instancia Técnica a la que se refiere el artículo 12 ter de la Ley 20.240 de 
conformidad al inciso precedente." 

 
Inciso quinto nuevo: "A los Fiscales Adjuntos y Funcionarios que se incorporen 
con motivo del incremento de dotación, tan pronto se incorporen y, en todo caso 
dentro de los 2 meses siguientes a su incorporación, se les deberá impartir las 
correspondientes capacitaciones, para el adecuado conocimiento, desempeño 
y cumplimiento de sus funciones y obligaciones propias de su cargo." 

 
2. Para modificar el número 2 del artículo 2° del proyecto, en el siguiente sentido. 

 
Para agregar e incorporar, en el número 2 que modifica el inciso primero del 
artículo 30, entre la expresión "Los Fiscales Adjuntos" y la expresión "Titulares", 
la expresión "y los funcionarios", y para agregar luego de la expresión "como 
Fiscal Adjunto" y antes de la "» coma, la expresión "o el de funcionario que 
corresponda". 

 
3. Para modificar el número 2 del artículo 2° del proyecto, en el siguiente sentido. 

 
Para agregar e incorporar, en el número 2 que modifica el inciso primero del 
artículo 30, entre la expresión "misma región" y la expresión "en donde 
ejercieron como Fiscal Regional.", la expresión "geográfica". 

 
4. Para modificar el número 2 del artículo 2° del proyecto, en el siguiente sentido 

 
Para agregar e incorporar, en el número 2 que modifica el inciso primero del 
artículo 30, entre la expresión "considerando las necesidades del servicio" y la 
expresión "y las circunstancias del caso.", una coma "," incorporando luego de 
esa coma la expresión "la disponibidad de cargo". 

 
Quedando en consecuencia el texto del inciso primero del artículo 30, a 
continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, del siguiente 
tenor: "Los Fiscales Adjuntos y los funcionarios Titulares que hubiesen sido 
nombrados Fiscales Regionales, una vez concluido su período, podrán volver a 
asumir su cargo de origen como Fiscal Adjunto o el de funcionario que 
corresponda, siempre y cuando no sea en la misma región geográfica en donde 
ejercieron como Fiscal Regional. En estos casos, el Fiscal Nacional definirá su 
designación, considerando las necesidades del servicio, la disponibilidad de 
cargo y las circunstancias del caso.". 

 
5. Para agregar un artículo séptimo transitorio nuevo: 

 



"Artículo séptimo: Para la provisión del incremento de los 17 cargos de Fiscal 
Adjunto Grados VI-VIII, a partir de la fecha de la publicación de la presente ley, 
a que se refiere el artículo 1°, excepcionalmente el Fiscal Nacional podrá 
nombrar a funcionarios del Ministerio Público que hayan sido Fiscales Adjuntos, 
y que actualmente se encuentren desempeñando algún otro cargo en calidad 
de titulares en la Fiscalía Regional respectiva, con excepción de los cargos de 
Fiscal Regional." 

 
6. Para agregar un artículo octavo transitorio nuevo: 

 
"Artículo octavo: La Dirección de Presupuesto podrá elaborar y presentar dentro 
del plazo de 6 meses, un plan de incentivo al retiro para los Fiscales Adjuntos 
con más de 15 años ininterrumpidos de servicio como Fiscal Adjunto, y para 
funcionarios con 20 o más años de servicio, plan que podrá considerarse en la 
Ley de Presupuestos anualmente, a contar del año siguiente a la presentación 
del plan." 

    
         
 
 

     



Boletín N° 16.816-02 

 

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Ossandón, señora 

Aravena, y señores Chahuán, Prohens y Pugh, que modifica el Código de Justicia Militar, en 

materia de procedimiento y derechos de los militares imputados. 

 

I. FUNDAMENTOS Y NECESIDAD DE UNA ACTUALIZACIÓN DEL ESTATUTO DE 

VÍCTIMAS E INCULPADOS CONTENIDOS EN EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR. 

Es reconocida la existencia de la Jurisdicción Penal Militar, sustentada en la especialidad de la función 

militar, tanto a nivel constitucional como legal, ella se ejerce a través de órganos con una estructura y 

competencia fijadas constitucional y legalmente. Los conflictos de relevancia jurídica sometidos al 

conocimiento de la Justicia Militar, se resuelven a través de una Sentencia sostenida en la legalidad de 

una investigación racional y de un debido proceso. La justicia militar es la regla general y no la 

excepción en el continente, sin embargo, debemos ser conscientes de la necesidad de modernización 

de la misma, adecuando las garantías del debido proceso. 

 

A partir de La sentencia de la Corte Interamericana de DDHH en el caso “Palamara c/Estado de Chile” 

(22.NOV. 2005), que condenó al Estado a: 

 

1) Adecuar, en un plazo razonable, el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales 

sobre jurisdicción militar, (...) ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función 

cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su 

legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que 

en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares... 

 

2) Garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto de las 

actuaciones de las autoridades militares... 

 

c) De manera gradual pero sostenida, el Estado de Chile ha ido adecuando su Jurisdicción Militar a 

las exigencias, que el fallo citado, resuelve. 

 

Respecto de la competencia personal, la Ley N° 20.477 de 30.DIC.2010; la Ley 20.813 de 06.FEB 

2015 y la Ley N° 20.968 de 22.NOV.2016, han definido el estatuto de la jurisdicción penal militar 



chilena en cuanto a la aplicación personal, en este sentido, los menores y los civiles se encuentra 

absolutamente excluidos de verse sometidos a ella, tanto como víctimas como imputados, lo que se 

encuentra en absoluta concordancia con lo resuelto por la CIDH. 

En la actualidad, sólo se encuentran sometidos a la jurisdicción militar, los militares. 

Por otra parte, el Tribunal Constitucional, STC- 2492-13 Considerandos 28° y 29°, de 17.JUN.2014, 

refiriéndose al tratamiento que el Código de Justicia Militar da a las Víctimas expresa: 

“Vigesimoctavo: Que, en cambio, en la justicia militar no existe el estatuto de la víctima. De 

hecho, la nomenclatura utilizada es “ofendido” o perjudicado”. El artículo 133 del Código de 

Justicia Militar establece que los sumarios se seguirán exclusivamente de oficio, y no se admite 

querellante particular. Sólo respecto de los delitos en contra de la libertad sexual se exige el 

consentimiento del ofendido. El artículo 133-A del Código de Justicia Militar señala que los 

perjudicados por el delito pueden pedir la práctica de determinadas diligencias probatorias, 

solicitar la publicidad del sumario, pedir la dictación de auto de procesamiento, deducir recurso 

de apelación en contra de la resolución que la deniegue, entre otros derechos. La víctima puede 

actuar en el proceso restringiéndose a los límites impuestos por el artículo 133-A del Código de 

Justicia Militar, sin tener la calidad de querellante, y depende de las calificaciones del fiscal, 

sin posibilidad de presentar acusación autónoma; 

Vigesimonoveno: Que, por tanto, frente a un estándar robusto sobre la excepcionalidad de la 

justicia militar, cabría esperar que ésta, en sus procedimientos, contuviera derechos procesales 

básicos que protejan a la víctima. No obstante, cabe consignar, en cumplimiento del artículo 83 

de la Constitución, que esta norma exige, a lo menos la existencia de medidas que permitan 

proteger a la víctima. Sin embargo, el actual proceso penal militar contiene un conjunto mínimo 

de derechos que le impiden a la víctima el derecho a un proceso público (todo sometido a 

sumario) y un adecuado derecho a defensa que le permita velar por sus intereses, máxime si el 

victimario es integrante de la misma institución jerárquica de quien lo Juzga, generando una 

vulneración al derecho a ser juzgado por el juez natural;” (Énfasis agregado.) 

En sentido análogo la EXCMA Corte Suprema, con anterioridad al año 2015, en reiterados fallos sobre 

cuestiones de competencia ha fundamentado su resolución en favor de entregar el conocimiento de 

hechos a la judicatura ordinaria, pues en ésta, ”… los derechos de la víctima encontrarán un mayor 

reconocimiento mientras el proceso se conduzca a través de la justicia ordinaria al ser mayores sus 



posibilidades de acción, lo que también ocurrirá con los imputados, a la luz del estatuto de garantías 

consagrado en el párrafo 4 del título IV del Libro I del Código Procesal Penal.”. (SCS N° 12.908-

14de 12.AGO.2014. En igual sentido, SCS 11.944). 

 

d) Si bien es cierto existe un avance en cuanto a la definición de la aplicación de la ley penal 

militar en las personas, aún existen nudos de temas que deben estudiarse para su definición, a 

saber: 

- Estatus de víctimas e imputados en jurisdicción penal militar. 

- Estudio de proposición de disposiciones que garanticen que la estructura u orgánica de la 

judicatura militar responda a principio de juez natural. 

- Estudio y proposición de disposiciones que garanticen que el proceso penal militar reúna 

estándar internacional del principio del debido proceso. 

- Determinación de concepto de delito de función y eventual catálogo de delitos que reúna ese 

carácter. 

Estudio y proposición de disposiciones que garanticen la protección judicial respecto de las 

actuaciones de las autoridades militares. 

Entonces del listado de tareas pendientes para actualizar la Justicia Militar y adecuarla gradualmente 

a los estándares internacionales, resulta pertinente, oportuno y viable en el contexto actual del ejercicio 

de la función legislativa, centrada en la protección, promoción y fortalecimiento de los derechos de las 

personas afectadas, lesionadas o amenazadas en sus derechos -en calidad de víctimas- y de todas 

aquellas que se vean sometidas -en calidad de imputados- a una jurisdicción especial, excepcional 

como es la jurisdicción militar, se propicie al estudio, definición y proposición de un Estatuto de las 

Víctimas e Imputados en la jurisdicción penal militar. 

II. OBJETIVOS DE LA PROPUESTA: 

Habiendo dado cuenta del contexto en que se encuentra el Sistema de Justicia Penal Militar, sus 

principales avances y constatación de temas pendientes que definir, teniendo presente la obligación 

del Estado de Chile en continuar adecuando la Justicia Militar a los estándares internacionales se hace 

indispensable presentar a consideración del Supremo Gobierno, por medio del Sr. Ministro de Defensa 



Nacional, la moción de estudiar y dar curso a una iniciativa de ley (Corta) que, por ahora, modifique 

tópicamente el ordenamiento jurídico castrense en lo referido al establecimiento de un NUEVO 

ESTATUTO PARA LAS VÍCTIMAS E INCULPADOS EN EL CÓDIGO DE JUSTICIA MILITAR 

DE CHILE para que se homologue al contenido en el Código Procesal Penal, estatuto que reuniendo 

los estándares internacionales se aplica en Chile desde el año 2.000, a todo sujeto a excepción de los 

militares (víctimas o inculpados) sometidos a la jurisdicción militar. 

 

Lo anterior, permitiría efectivamente materializar la garantía y derecho fundamental de la igualdad 

ante la ley y la no discriminación del Estado en situaciones comparables, como, asimismo, avanzar en 

el cumplimiento de las resoluciones de tribunales internacionales que obligan al Estado. 

 

PROYECTO DE LEY  

“ARTÍCULO 1°: Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Decreto N° 2226, de 1944, 

Código de Justicia Militar: 

 

1. Agréguese en el inciso tercero del artículo 107: "Antes del punto final" la frase "y los 

querellantes". 

2. Sustitúyase el artículo 122, por el que sigue: 

"Artículo 122: Son aplicables a los procesos militares en tiempo de paz todas las disposiciones 

previstas en los Títulos III y IV del Libro I, y las de los Libros II y III del Código de Procedimiento 

Penal, salvo en lo que sean incompatibles con lo que este Código dispone. " 

3. Sustitúyase en el Artículo 123 el N° 2, por el siguiente: 

"2° La resolución del Fiscal que deniegue la libertad provisional." 

4. Agréguense los siguientes nuevos artículos 126 y 126 BIS: 

"& Las Víctimas en el Proceso Penal Militar. 

Artículo 126.- Para los efectos de este Código, se considera víctima al militar ofendido por el delito. 

En los delitos cuya consecuencia fuere la muerte del militar ofendido y en los casos en que éste no 

pudiere ejercer los derechos que en este Código se le otorgan, se considerará víctima militar: 



a) al cónyuge o al conviviente civil y a los hijos; 

b) a los ascendientes; 

c) al conviviente; 

d) a los hermanos, y 

e) al adoptado o adoptante. 

 

La intervención en el proceso penal militar de una o más personas, pertenecientes a una categoría de 

las señaladas, excluye a las comprendidas en las categorías siguientes. 

 

Artículo 126 BIS.: Son derechos de las víctimas en el proceso penal militar los señalados en los 

artículos 109 y 110 del Código Procesal Penal, en cuanto corresponda su aplicación, atendida la 

naturaleza y características del proceso ordinario en materia penal y el proceso penal militar." 

 

5. Agréguense el siguientes nuevo artículo 127: 

"Artículo 127: El sumario militar corresponde a la etapa del proceso penal militar, en la que el fiscal 

militar procede a la investigación de los hechos que constituyan una infracción penal militar, fijen las 

circunstancias que pueden influir en su calificación y penalidad, determine la persona o personas 

responsables y aseguren sus personas y la responsabilidad pecuniaria a que haya lugar. 

 

El sumario comenzará por denuncia, querella o requerimiento de la autoridad de un hecho que revista 

el carácter de una infracción penal militar. 

 

6. Modifíquese en el artículo 129: 

Reemplácese la expresión "a" por "y"- 

7. Agréguense los siguientes nuevos artículos 129 BIS, 129 TER, 130: 

"Artículo 129 BIS: Las actuaciones de investigación realizadas durante el sumario militar serán 

públicas para los intervinientes en el proceso penal militar, en especial para el militar imputado y la 



víctima. 

El militar imputado y los demás intervinientes en el proceso penal militar podrán examinary obtener 

copias, a su cargo, de los registros y documentos de la investigación del fiscal militar y podrán 

examinar los de la investigación policial. 

El fiscal militar podrá disponer que determinadas actuaciones, registros o documentos sean mantenidas 

en secreto respecto del militar imputado o de los demás intervinientes, cuando lo considerare necesario 

para la eficacia de la investigación o cuando su publicidad, comunicación o conocimiento afecte a la 

seguridad de la nación, la defensa nacional o la mantención del orden público o la seguridad pública. 

En tal caso deberá identificar las piezas o actuaciones respectivas. 

Para efectos del proceso penal militar el plazo para la mantención del secreto será de 80 días, salvo 

que el tribunal militar por resolución fundada, amplíe este término a requerimiento del fiscal militar. 

El militar imputado o cualquier otro interviniente podrán solicitar del juez militar que ponga término 

al secreto o que lo limite, en cuanto a su duración, a las piezas o actuaciones abarcadas por él, o a las 

personas a quienes afectare. 

La resolución que se pronuncie sobre la solicitud señalada en el inciso anterior, podrá ser apelada ante 

la Corte Marcial. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos anteriores, no se podrá decretar el secreto sobre la 

declaración del imputado o cualquier otra actuación en que hubiere intervenido o tenido derecho a 

intervenir, las actuaciones en las que participare el tribunal, ni los informes evacuados por peritos, 

respecto del propio imputado o de su defensor. 

Los funcionarios que hubieren participado en la investigación y las demás personas que, por cualquier 

motivo, tuvieren conocimiento de las actuaciones de la investigación estarán obligados a guardar 

secreto respecto de ellas. 

Artículo 129 TER: En las causas relativas a los delitos previstos en los párrafos 5, 6 y 9 del Título Vil 

del Libro Segundo del Código Penal, la identidad de la víctima se mantendrá en estricta reserva 

respecto de terceros ajenos al proceso, a menos que ella consienta expresamente en su divulgación. El 

juez militar deberá decretarlo así, y la reserva subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la 

causa.  

La infracción a lo anterior será sancionada conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 189 

del Código de Procedimiento Penal. 



El tribunal militar deberá adoptar las demás medidas que sean necesarias para garantizar la reserva y 

asegurar que todas las actuaciones del proceso a que deba comparecer la víctima se lleven a cabo 

privadamente. 

Art. 130. El sumario no podrá prolongarse más de cuarenta días. El Juez militar podrá, a requerimiento 

del fiscal militar o demás intervinientes resolver fundadamente su ampliación hasta por 180 días más." 

8. Reemplácese el artículo 136, por el siguiente: 

"& Medidas Cautelares. 

Artículo 136.: Son medidas cautelares personales aplicables al proceso penal militar: La citación, la 

detención y la prisión preventiva. 

Las medidas cautelares personales señaladas se decretarán por resolución judicial fundada, cuando 

haya motivo bastante para sospechar que una persona es autor, cómplice o encubridor de un delito y 

fuere estrictamente indispensables para los fines del proceso penal militar y durarán mientras subsista 

la necesidad de su aplicación." 

9. Agréguense los siguientes nuevos artículos 136 BIS y 136 TER: 

"Artículo 136 BIS.: Son medidas cautelares personales de menor intensidad que se pueden imponer al 

militar imputado: 

a) La privación de libertad, total o parcial, en su casa o en la que el propio imputado señalare, si aquélla 

se encontrare fuera de la ciudad asiento del tribunal; 

b) La sujeción a la vigilancia de una persona o de una unidad de la institución castrense determinada, 

las que informarán periódicamente al juez militar; 

c) La obligación de presentarse periódicamente ante el juez militar o ante la autoridad militar que él 

designare; 

d) La prohibición de salir del país, de la localidad en la cual residiere o del ámbito territorial que fijare 

el tribunal militar; 

e) La prohibición de ejercer funciones o actividades dentro de una o unas unidades militares 

determinadas que pudieran poner en peligro la investigación o favorecer su impunidad o la de 

copartícipes. 

f) La prohibición de asistir a determinadas reuniones, recintos o espectáculos públicos, o de visitar 

determinados lugares; 



g) La prohibición de comunicarse con personas determinadas, siempre que no se afectare el derecho a 

defensa; 

h) La prohibición de aproximarse al ofendido o su familia y, en su caso, la obligación de abandonar el 

hogar que compartiere con aquél; 

i) La prohibición de poseer, tener o portar armas de fuego, municiones o cartuchos, y 

j) La obligación del imputado de abandonar un inmueble determinado. 

El tribunal podrá imponer una o más de estas medidas según resultare adecuado al caso y ordenará las 

actuaciones y comunicaciones necesarias para garantizar su cumplimiento. 

Las medidas cautelares de menor intensidad señaladas se decretarán por resolución judicial fundada 

para garantizar el éxito de las diligencias de investigación o la seguridad de la sociedad, proteger al 

ofendido o asegurar la comparecencia del imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecución 

de la sentencia, iniciado un sumario el tribunal militar, a petición del fiscal militar, del querellante o la 

víctima." 

"Artículo 136 TER.: La procedencia, duración y ejecución de las medidas cautelares personales 

señaladas en los artículos precedentes podrán ser impugnadas por las partes o intervinientes, a través 

del recurso de apelación ante la Corte Marcial, recurso que se concederá en el solo efecto devolutivo." 

10. Deróguese el artículo 138. 

ARTÍCULO 2o. INCORPÓRESE un nuevo Título V: 

"Título V: Derechos del Militar Imputado. 

& Presunción de inocencia 

Artículo 197.: Todo militar imputado sometido a la jurisdicción militar se presume ¡nocente. Ningún 

militar será considerado culpable ni tratado como tal en tanto no fuere condenado por una sentencia 

firme. 

& Derechos a Defensa Letrada 

Artículo. 197 BIS.: El militar imputado por delito de competencia de la justicia militar tendrá derecho 

a ser defendido por un letrado desde que el proceso penal militar se dirija en su contra y hasta la 

completa ejecución de la sentencia que se dictare. 

El imputado que carezca de abogado, tendrá derecho a que el Estado le proporcione uno. La 



designación la efectuará el tribunal militar competente antes que se verifique actuación judicial alguna 

que requiera la presencia del militar imputado. 

Lo señalado en los incisos precedentes no obsta a que el militar imputado sea representado en sus 

pretensiones por un letrado aún en la etapa de mera investigación o sumario y que la designación de 

su defensor sea hecha por el propio imputado a un abogado particular. 

Artículo 198.: Ante los Tribunales Militares pueden ser defensores los abogados autorizados para 

ejercer la profesión y los abogados de la Defensoría Penal Pública, de conformidad a lo establecido en 

la Ley 19.718 

El abogado defensor podrá ejercer todos los derechos y facultades que este código reconoce al militar 

imputado.  

Artículo 199: La defensa de varios militares imputados podrá ser asumida por un defensor común, a 

condición de que las diversas posiciones que cada uno de ellos sustentare no fueren incompatibles 

entre sí. 

Si el tribunal militar advirtiere una situación de incompatibilidad la hará presente a los afectados y les 

otorgará un plazo para que designen los defensores que se requirieren. Si, vencido el plazo, no hubieren 

sido designados el o los defensores necesarios, el tribunal militar determinará los imputados que 

debieren considerarse sin defensor y procederá a efectuar los nombramientos que correspondieren. 

Artículo 200.: La renuncia formal del defensor no lo liberará de su deber de realizar todos los actos 

inmediatos y urgentes que fueren necesarios para impedir la indefensión del militar imputado. 

En el caso de renuncia del defensor o en cualquier situación de abandono de hecho de la defensa, el 

tribunal militar deberá designar de oficio un defensor que la asuma, a menos que el militar imputado 

se procurare antes un defensor de su confianza. 

Cesará en sus funciones el defensor designado por el tribunal militar, tan pronto conste la aceptación 

del cargo de un defensor particular. 

Artículo 201.: Durante todo el procedimiento penal military en cualquiera de sus etapas el militar 

imputado tendrá siempre derecho a prestar declaración judicial, como un medio de defenderse de la 

imputación que se le dirigiere. 

Si con ocasión de su declaración judicial, el militar imputado o su defensor solicitaren la práctica de 

diligencias de investigación, el juez militar, cuando lo considerare necesario para el ejercicio de la 

defensa y el respeto del principio de objetividad, dispondrá la realización de las mismas. 



& Otros Derechos del Militar Imputado 

Artículo 202: Todo militar inculpado, sea o no querellado, y aún antes de ser procesado en la causa, 

podrá hacer valer, hasta la terminación del proceso, los derechos que le acuerden la Constitución, las 

leyes y los que el tribunal estime necesarios para su defensa. 

En especial, tendrá derecho a: 

a) Ser informado de manera específica y clara acerca de los hechos y circunstancias que se le 

imputaren y de los derechos que le otorgan la Constitución y las leyes; 

b) Ser asistido por un abogado desde los actos iniciales de la investigación y designar un procurador; 

c) Presentar durante el sumario pruebas destinadas a desvirtuar los cargos que se le imputan. El 

tribunal recibirá los documentos u otros medios de prueba que se presenten y los agregará a la 

investigación, y si se presentan en medios de almacenamiento electrónico procurará su 

almacenamiento, conservación y reproducción adecuada, y en cuanto a la testimonial, tomará las 

declaraciones de los testigos que se ofrezcan sobre los puntos pertinentes que señale la defensa del 

inculpado, pudiendo determinar su número y oportunidad. Siempre recibirá la información sumaria de 

testigos que el inculpado rinda para acreditar su conducta anterior, sin necesidad de ofrecerla o 

anunciarla previamente; 

d) Prestar declaración judicial sobre los hechos de la investigación, en cualquier etapa del proceso, 

acompañado de su abogado o sin él; 

e) Solicitar que se active la investigación y conocer el íntegro contenido del sumario y de sus anexos, 

antes de prestar su primera declaración judicial o ante la policía, por orden judicial. 

Aquellas piezas del sumario, determinadamente declaradas secretas y por el tiempo que dicha 

declaración se extienda, no podrán ser usadas en el interrogatorio del inculpado, ni tampoco como 

bases de su eventual procesamiento, acusación o condena; 

f) Pedir el sobreseimiento definitivo de la causa en cualquier estado de la investigación y recurrir 

contra la resolución que lo rechazare o sobreseyera la causa sólo temporal o parcialmente; 

g) Guardar silencio o, en caso de consentir en prestar declaración, a no hacerlo bajo juramento. En la 

primera declaración que preste ante la policía o el tribunal militar, según el caso, deberá decírsele de 

forma clara, completa, entendible y/o audible que "tiene derecho a guardar silencio y que dicho 

ejercicio no puede traerle consecuencia perjudicial alguna; sin embargo, si renuncia a él, todo lo que 

diga podrá ser usado en su contra"; 



h) No ser sometido a torturas, ni a tratos inhumanos, crueles o degradantes; 

i) Intervenir ante los tribunales superiores en los recursos contra la resolución que niega lugar a 

someterlo a proceso y en los recursos y consultas previas al sobreseimiento, y 

j) No ser juzgado en ausencia, sin perjuicio de las responsabilidades que para él deriven de la situación 

de rebeldía". 

Artículo 202 BIS : El militar imputado privado de libertad tendrá, además, las siguientes garantías y 

derechos: 

a) A que se le exprese específica y claramente el motivo de su privación de libertad y, salvo el caso 

de delito flagrante, a que se le exhiba la orden que la dispusiere; 

b) A que el funcionario a cargo del procedimiento de detención o de aprehensión le informe de los 

derechos a que se refiere el artículo XX; 

c) A ser conducido sin demora ante el tribunal militar que hubiere ordenado su detención; 

d) A solicitar al tribunal militar que le conceda la libertad; 

e) A que el encargado de la guardia del recinto militar o policial al cual fuere conducido informe, en 

su presencia, al familiar o a la persona que le indicare, que ha sido detenido o preso, el motivo de la 

detención o prisión y el lugar donde se encontrare; 

f) A entrevistarse privadamente con su abogado de acuerdo al régimen del establecimiento de 

detención, el que sólo contemplará las restricciones necesarias para el mantenimiento del orden y la 

seguridad del recinto; 

g) Atener, a sus expensas, las comodidades y ocupaciones compatibles con la seguridad del recinto en 

que se encontrare, y  

h) A recibir visitas y comunicarse por escrito o por cualquier otro medio, salvo que se afecte 

diligencias concretas de investigación.”. 



 

 

Indicaciones al proyecto de ley que crea el Subsistema de Inteligencia Económica y 

establece otras medidas para la prevención y alerta de actividades que digan relación con 

el crimen organizado. 

Boletín N° 15.975-25 

1.- Para modificar el artículo 1 en el siguiente sentido: 

1.a.- Para intercalar en el inciso primero, entre las expresiones “el Servicio de Impuestos 

Internos” y “y el Servicio Nacional de Aduanas”, la frase “, la Comisión para el Mercado 

Financiero, y la Subsecretaria de Relaciones Económicas Internacionales.”. 

1.b.- Para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “labores de inteligencia 

consistentes en la recolección, evaluación y análisis de información” por la frase “labores 

de búsqueda, obtención, recolección, evaluación, integración, producción, análisis, 

tratamiento, almacenamiento y eventual difusión de datos personales e información”. 

1.b.- Para reemplazar, en el inciso primero, la expresión “dos” por “cuatro”. 

1.c.- Para reemplazar el inciso tercero por el siguiente: 

“Los integrantes del Subsistema deberán entregar al Sistema de Inteligencia del Estado, a 

través de la Agencia Nacional de Inteligencia, los datos personales y la información que 

recaben en cumplimiento de sus funciones que sea definida como relevante para este 

último en el marco de sus competencias. En ningún caso, los Ministros de Hacienda o 

Relaciones Exteriores tendrán acceso a la información que recabe el Subsistema de 

Inteligencia Económica, salvo que la Agencia Nacional de Inteligencia lo autorice. Asimismo, 

deberán ejecutar labores de búsqueda, obtención, recolección, evaluación, integración, 

producción, análisis, tratamiento, almacenamiento y eventual difusión de datos e 

información sobre las organizaciones no gubernamentales que operen en el territorio 

nacional o que ingresen capitales al país. Sin perjuicio, de la coordinación entre Sustistema 

y de sus integrantes con las embajadas chilenas en territorio extranjero, a través de el 

Ministerio de Relaciones Exteriores o del agregado comercial respectivo, sobre actividades 

ecónomicas sospechosas de carácter transnacional.”  

1.d.- Para reemplazar el inciso cuarto por el siguiente: 

“Dentro del Subsistema, las Unidades podrán relacionarse entre sí mediante el intercambio 

de datos personales e información que recaben en el ámbito de las competencias de los 

servicios que lo conforman, debiendo contar con sistemas informáticos que permitan 

realizar dicho intercambio de manera interoperable y con niveles de acceso diferenciados. 

Tratándose de información recabada por la Unidad de Análisis Financiero, dicho 

intercambio se regirá por lo dispuesto en la letra m) del artículo 2° de la ley N° 19.913.  En 

el cumplimiento de esta obligación, la Unidad de Análisis Financiero no deberá aportar 

información vinculada a los requerimientos de los fiscales del Ministerio Público en el marco 

de sus investigaciones, ni los informes remitidos al Ministerio Público en virtud del inciso 

final del artículo 2 de la ley N° 19.913. Asimismo, las Unidades podrán requerir, a través de 

la Agencia Nacional de Inteligencia Civil, a los organismos que no formen parte del Sistema 



de Inteligencia de Estado o del Subsistema que establece este artículo, la información y 

antecedentes, incluyendo datos personales, que resulten necesarios y conducentes para el 

cumplimiento de los fines establecidos en el inciso primero, siempre que no puedan ser 

obtenidos directamente en ejercicio de sus facultades o cuando, pudiendo serlo, la 

información en poder de los organismos requeridos estuviera sistematizada o procesada 

previamente, de manera tal de facilitar significativamente las labores para las cuales sea 

necesaria. Tales órganos estarán obligados a remitir la información o antecedentes 

requeridos. En caso de que la información intercambiada o requerida sea reservada o 

secreta, mantendrá dicho carácter sin perjuicio de su comunicación.” 

1.e.- Para reemplazar, en el inciso quinto, la frase “cumpliendo estrictamente con los 

principios de licitud, finalidad, calidad y seguridad establecidos en” por la palabra “con”. 

1.f.- Para agregar un inciso séptimo y final, nuevo, del siguiente tenor: 

Si, en el ejercicio de las labores de inteligencia señaladas en el inciso primero, aparecieran 

indicios de la comisión de delitos, el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio Nacional de 

Aduanas, la Comisión para el Mercado Financiero o la Subsecretaría de Relaciones 

Económicas Internacionales deberán aportar dicha información de inmediato al Ministerio 

Público, en la forma que este determine. Lo anterior no procederá respecto de hechos 

constitutivos de delitos tributarios o aduaneros, debiendo el Servicio de Impuestos Internos 

y el Servicio Nacional de Aduanas entregar los antecedentes que correspondan al equipo 

del Servicio a cargo de su fiscalización de conformidad con sus respectivas leyes orgánicas. 

2.- Para modificar el artículo 2 en el siguiente sentido: 

2.a.- Para intercalar, a continuación de la expresión “cualquier información” y antes de “que 

sea necesaria”, la frase “o datos personales, de manera automatizada o no,” 

2.b.- Para reemplazar la frase “sea secreta o reservada, mantendrá dicho carácter sin 

perjuicio de su traspaso o intercambio” por la siguiente: “o datos personales sean secretos 

o reservados, mantendrán dicho carácter si perjuicio de su traspaso o intercambio.” 

3.-  Para agregar un nuevo artículo 3, pasando el actual artículo 3 a ser artículo 4 y 

así sucesivamente, del siguiente tenor: 

Artículo 3. Para el ejercicio de las funciones establecidas en los artículos precedentes, los 

servicios y organismos individualizados en ellos podrán establecer una o más bases de 

datos personales que se regirán por lo establecido en la ley N° 19.628 y en los convenios 

interinstitucionales que para este efecto se celebren. 

4.- Para modificar el artículo 5, que ha pasado a ser 6, en el siguiente sentido: 

4.a.- Para modificar el artículo 3º ter introducido por el numeral 1, en el siguiente sentido: 

• Para reemplazar, en su inciso primero, la frase “recopilar, evaluar y analizar 

información con el fin de producir conocimiento para alertar y/o colaborar con el 

Sistema de Inteligencia del Estado, la Unidad de Análisis Financiero, o el Ministerio 

Público, según corresponda, sobre actividades que digan relación con delitos 

tributarios, aduaneros, económicos, lavado de activos, financiamiento del 

terrorismo, delitos sobre control de armas, delitos informatícos o delitos vinculados 

al crimen organizado, incluyendo el de tráfico de estupefacientes y sicotrópicos y la 



organización delictiva o criminal, entre otros.” por la expresión “buscar, obtener, 

recolectar, evaluar, integrar, producir, analizar, tratar, almacenar y eventualmente 

difundir datos personales e información en los términos y a las instituciones 

señaladas en el artículo 1 de la Ley que Crea el Subsistema de Inteligencia 

Económica y Establece otras Medidas para la Prevención y Alerta de Actividades 

que digan Relación con el Crimen Organizado” 

• Para eliminar el inciso tercero, pasando el inciso cuarto a ser tercero y así 

sucesivamente. 

• Para reemplazar, en el inciso cuarto que ha pasado a ser tercero, la frase “La 

información, documentos, antecedentes e informes que se recaben o evacúen de 

acuerdo con lo establecido en los incisos segundo y tercero serán secretos. Los 

funcionarios que tomaren conocimiento de ellos estarán obligados a mantener 

secreto” por la frase “La información, documentos, datos personales, antecedentes 

e informes que se recaben, transmitan o evacúen de acuerdo con lo establecido en 

los incisos precedentes serán secretos o reservados. Los funcionarios que tomaren 

conocimiento de ellos estarán obligados a mantener el secreto o reserva” 

• Para agregar, en el inciso cuarto que ha pasado a ser tercero, a continuación de la 

frase “deber de secreto”, la expresión “o reserva”. 

• Para agregar, en el inciso quinto que ha pasado a ser cuarto, a continuación de la 

frase “del capítulo 2° del Título II de la ley N° 20.880” la expresión “debiendo además 

incluir la información establecida en los incisos cuarto y quinto del artículo 4° de la 

ley N° 19.863.” 

• Agrégase, en el inciso sexto que ha pasado a ser quinto, a continuación de la 

expresión “tratamiento médico” , la frase “y, en este último caso, el funcionario 

deberá informar, dentro de los 30 días de efectuada la prescripción de este 

tratamiento, de este hecho directamente al Director” 

5.- Para agregar en el artículo 7 que ha pasado a ser 8, un nuevo numeral 3), pasando 

el actual a ser 4 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

3) Agrégase un nuevo párrafo 4, titulado “De la Unidad de Inteligencia Económica”, pasando 

el actual Párrafo 4 a ser Párrafo 5 y así sucesivamente, del siguiente tenor: 

“Párrafo 4 

De la Unidad de Inteligencia Económica. 

Artículo 25 bis. Créase al interior del Servicio una Unidad de Inteligencia Económica cuya 

finalidad será buscar, obtener, recolectar, evaluar, integrar, producir, analizar, tratar, 

almacenar y eventualmente difundir datos personales e información en los términos y a las 

instituciones señaladas en el artículo 1 de la Ley que Crea el Subsistema de Inteligencia 

Económica y Establece otras Medidas para la Prevención y Alerta de Actividades que digan 

Relación con el Crimen Organizado. 

Para el cumplimiento de sus fines, el Presidente de la Comisión establecerá las reglas 

necesarias para el requerimiento y entrega de información al interior del organismo. 

Además, la Unidad podrá requerir información y antecedentes a otros órganos públicos, de 

acuerdo a lo establecido en el artículo 1 de la ley que crea el Subsistema de Inteligencia 



Económica y establece otras medidas para la prevención y alerta de actividades que digan 

relación con el crimen organizado. 

La información, documentos, antecedentes, datos personales e informes que se recaben, 

transmitan o evacúen de acuerdo a lo establecido en los incisos precedentes serán secretos 

o reservados. Los funcionarios que tomaren conocimiento de ellos estarán obligados a 

mantener secreto o reserva de su existencia y contenido, obligación que se mantendrá 

indefinidamente aún después de haber cesado en su cargo, comisión o actividad y cuya 

infracción se sancionará con la pena de presidio menor en su grado máximo y la 

inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos y oficios públicos. Igual sanción 

aplicará a quien, habiéndose desempeñado como funcionario público, revele o consienta 

en que otro tome conocimiento de la información, documentos, antecedentes informes o 

datos personales referidos en este inciso. Se exceptúan del deber de secreto o reserva la 

información, documentos, antecedentes, datos personales e informes que requiera el fiscal 

del Ministerio Público o el tribunal que conozca del procedimiento criminal por alguno de los 

delitos a que refiere el inciso primero. 

El personal de la Unidad deberá presentar una declaración de intereses y patrimonio en los 

términos del capítulo 2° del Título II de la ley N° 20.880 incluyendo la información 

establecida en los incisos cuarto y quinto del artículo 4° de la ley N° 19.863. 

Además, al personal de la Unidad le está estrictamente prohibido el uso o consumo, en 

lugares públicos o privados, de toda clase de estupefacientes o sustancias psicotrópicas a 

que se refiere la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas, y el porte o tenencia de dichas sustancias, exceptuando aquellas destinadas 

exclusivamente a la atención de un tratamiento médico. Será causal de destitución del 

cargo o de término del contrato, según corresponda, el uso o consumo de tales sustancias 

para fines distintos a la atención de un tratamiento médico y, en este último caso, el 

funcionario deberá informar, dentro de los 30 días de efectuada la prescripción de este 

tratamiento, de este hecho directamente al Presidente de la Comisión. Para estos efectos, 

todos los funcionarios de la Unidad deberán someterse a controles de consumo, cuyo 

procedimiento y periodicidad será determinado por un reglamento. Los procedimientos 

establecidos serán aleatorios y deberán resguardar la dignidad e intimidad del personal 

sometido a exámenes.” 

6.-  Para reemplazar el numeral 2 del artículo 19, que ha pasado a ser artículo 20, por 

el siguiente: 

2) Incorpórase el siguiente artículo 5° A. 

Artículo 5° A.  Créase al interior del Servicio una Unidad de Inteligencia Económica cuya 

finalidad será buscar, obtener, recolectar, evaluar, integrar, producir, analizar, tratar, 

almacenar y eventualmente difundir datos personales e información en los términos y a las 

instituciones señaladas en el artículo 1 de la Ley que Crea el Subsistema de Inteligencia 

Económica y Establece otras Medidas para la Prevención y Alerta de Actividades que digan 

Relación con el Crimen Organizado. 

Para el cumplimiento de sus fines, el Director Nacional establecerá las reglas necesarias 

para el requerimiento y entrega de información al interior del organismo. Además, la Unidad 

podrá requerir información y antecedentes a otros órganos públicos, de acuerdo a lo 



establecido en el artículo 1 de la ley que crea el Subsistema de Inteligencia Económica y 

establece otras medidas para la prevención y alerta de actividades que digan relación con 

el crimen organizado. 

La información, documentos, antecedentes, datos personales e informes que se recaben, 

transmitan o evacúen de acuerdo a lo establecido en los incisos precedentes serán secretos 

o reservados. Los funcionarios que tomaren conocimiento de ellos estarán obligados a 

mantener secreto o reserva de su existencia y contenido, obligación que se mantendrá 

indefinidamente aún después de haber cesado en su cargo, comisión o actividad y cuya 

infracción se sancionará con la pena de presidio menor en su grado máximo y la 

inhabilitación absoluta perpetua para ejercer cargos y oficios públicos. Igual sanción 

aplicará a quien, habiéndose desempeñado como funcionario público, revele o consienta 

en que otro tome conocimiento de la información, documentos, antecedentes informes o 

datos personales referidos en este inciso. Se exceptúan del deber de secreto o reserva la 

información, documentos, antecedentes, datos personales e informes que requiera el fiscal 

del Ministerio Público o el tribunal que conozca del procedimiento criminal por alguno de los 

delitos a que refiere el inciso primero. 

El personal de la Unidad deberá presentar una declaración de intereses y patrimonio en los 

términos del capítulo 2° del Título II de la ley N° 20.880 incluyendo la información 

establecida en los incisos cuarto y quinto del artículo 4° de la ley N° 19.863. 

Además, al personal de la Unidad le está estrictamente prohibido el uso o consumo, en 

lugares públicos o privados, de toda clase de estupefacientes o sustancias psicotrópicas a 

que se refiere la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 

psicotrópicas, y el porte o tenencia de dichas sustancias, exceptuando aquellas destinadas 

exclusivamente a la atención de un tratamiento médico. Será causal de destitución del 

cargo o de término del contrato, según corresponda, el uso o consumo de tales sustancias 

para fines distintos a la atención de un tratamiento médico y, en este último caso, el 

funcionario deberá informar, dentro de los 30 días de efectuada la prescripción de este 

tratamiento, de este hecho directamente al Director Nacional. Para estos efectos, todos los 

funcionarios de la Unidad deberán someterse a controles de consumo, cuyo procedimiento 

y periodicidad será determinado por un reglamento. Los procedimientos establecidos serán 

aleatorios y deberán resguardar la dignidad e intimidad del personal sometido a exámenes.” 

 

 

7.- Para suprimir los siguientes artículos 18, 24 y 25, y el artículo primero transitorio.  

 

 



     

                                                     MANUEL JOSÉ OSSANDÓN I  

          SENADOR 
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